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1.- VISTOS  

Se conoce del recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la Parte Civil reconocida en el proceso, contra la sentencia proferida el pasado veintiocho (28) de Marzo de 2006 por el Juzgado Cincuenta y Cinco Penal del Circuito de Bogotá D.C., mediante la cual absolvió del cargo que por ESTAFA AGRAVADA formuló la Fiscalía General de la Nación contra las procesadas GLORIA PAULINA PERILLA DE ALBA y MARÍA HELENA PERILLA DURÁN.
No se aprecian irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación.

La Corporación actúa como Sala Especial de Descongestión para el presente asunto, de conformidad con lo dispuesto por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.
2.- HECHOS 

La noticia criminal tuvo su fuente en la denuncia presentada el día veintitrés (23) de febrero de 2000, por parte del Jefe de Crédito y Cobranzas de la empresa WESCO S.A., señor HERNANDO MUÑOZ VELÁSQUEZ. En ella se explican varios hechos ocurridos en el año 1997 y que hacen relación básicamente a lo siguiente:

El día veintiocho (28) de Julio de 1997, se celebró un contrato de Promesa de Dación en Pago entre la Sociedad FERREINDUSTRIAS PERILLA y Cía. Ltda., cuya representación estaba a cargo de la señora MARIA HELENA PERILLA DURÁN -según Certificado de Cámara de Comercio de Bogotá
- y la compañía WESCO S.A., en cabeza del Gerente WILLIAM ESCOBAR ARISTIZÁBAL; por medio del cual, se acordó que la primera pagaría a la segunda una obligación pendiente –deuda por la compra y venta de acero inoxidable- que fue convenida en la suma de trescientos veinte millones de pesos ($320’000.000.oo), mediante la cesión de un lote de terreno
 que hacía parte de uno de mayor extensión de nombre “La Concordia” -de 36 hectáreas aproximadamente- ubicado en el Municipio de Villavicencio (Meta) de propiedad de la firma “PERILLA DURÁN y Cía. S. en C. S.” -representada legalmente por GLORIA PAULINA PERILLA DE ALBA como consta igualmente en Certificado de Cámara de Comercio de Bogotá
- (entidad ésta última que era socia mayoritaria de la compañía deudora “Ferreindustrias Perilla y Cía. Ltda.” ya mencionada). Para ese fin, se procedería al respectivo desenglobe y ulterior protocolización mediante Escritura Pública.
No obstante haber enseñado inicialmente la parte deudora una tierras de buena calidad, aptas para ser explotadas económicamente, con posterioridad a la firma de la Escritura No 2893 del 06 de agosto de 1997, la entidad acreedora pudo constatar que buena parte del predio cedido en pago con un área de dos (2) hectáreas 2.857 m2 (22.857 metros cuadrados), era inservible por presentar un nivel freático muy alto, pues se trataba de unos humedales, unos pantanos o terrenos fangosos, anegados o inundados por aguas negras infectadas procedentes del alcantarillado de la ciudad, concretamente de una quebrada conocida como “La Cuerera” o “Caño hediondo”. De ese modo, no era un bien que pudiera comercializarse, ni servía para ser urbanizado, incluso era zona de reserva forestal protegida por el Municipio. En suma, y según el avalúo más optimista, el inmueble entregado no alcanzaba un valor superior a los setenta millones de pesos ($70’000.000.oo); por todo ello, la empresa WESCO S. A. se consideró defraudada patrimonialmente.
3.- IDENTIDAD 

Se trata de GLORIA PAULINA PERILLA DE ALBA, titular de la cédula No 41’361.464 expedida en Bogotá D.C., hija de Justo José Perilla Galindo y Paulina Durán de Perilla, residente en la calle 119 A No 48-33 Apto. 805, barrio Lagos de Córdoba, con estudios superiores en Derecho. Y su hermana MARIA HELENA PERILLA DURÁN, identificada con la c.c. No 41´765.251 de Bogotá, hija de Justo José Perilla Galindo y Paulina Durán de Perilla, residente en la misma dirección Apto. 803, con grado de instrucción básica secundaria.
4.- CARGOS
La Fiscalía 134 de la Unidad Quinta de Delitos Contra la Fe Pública y el Patrimonio Económico, profirió el día veintiocho (28) de abril de 2003, Resolución de Acusación
 en contra de GLORIA PAULINA y MARIA HELENA por el punible de ESTAFA al tenor del Libro II, Título XIV, Capítulo tercero, artículo 356 del Código Penal (Dcto.100 de 1980 -aplicable por favorabilidad-), AGRAVADA por razón de la cuantía, según lo estipulado en el numeral 1º del artículo 372 ibidem (actualizada según factor 18.83 previsto en la Sentencia C-118 del 21 de marzo de 1996).
Para la emisión de esa Resolución Acusatoria, el ente Fiscal tuvo como fundamento los siguientes soportes fácticos y jurídicos: 1. Las aquí involucradas se negaron a mostrar la totalidad del lote; 2. No hicieron claridad sobre cuál era la porción de terreno a transferir; 3. Fueron ellas quienes orientaron al topógrafo; 4. La confianza existente y el afán por saldar una deuda que se había vuelto problemática, llevó a WESCO a suscribir la Escritura; 5. De los planos levantados y de los linderos contenidos en la comunicación de la oferta hecha por MARIA HELENA PERILLA, no se puede deducir la ubicación del inmueble, ni la calidad de las tierras; 6. Se trató de un lote con un valor muy inferior al de la deuda; 7. Hubo un provecho evidente, puesto que FERREINDUSTRIAS logró hacerse al documento que daba por cancelada una deuda pendiente y la Sociedad “Perilla Durán” logró transferir un lote por un valor muy superior al real; 8. Uno de los objetivos de la empresa “Perilla Durán y Cía.” era precisamente “adquirir bienes inmuebles para derivar de ellos rentas, los que podrán ser hipotecados o enajenados según convenga a los intereses sociales”; y 9. Eran ellas quienes tenían un interés directo en el negocio.
La anterior decisión recibió confirmación en segunda instancia por parte de la Unidad de Fiscalía Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá D.C.
, autoridad judicial que resaltó además: 1. al tenor de la doctrina autorizada sobre el tema, el ardid puede consistir en “la desfiguración de la verdad por defraudación en la calidad de la cosa”; 2. de la Inspección Judicial decretada al fundo, se pudo establecer que el lote entregado está en la parte baja, en su mayor parte está anegado, es de difícil acceso y presenta grandes diferencias con los de la parte alta que fue la enseñada a los delegados de WESCO; además, que el predio descrito en la Escritura ni siquiera concuerda con el predio prometido en dación en pago; y 3. los avalúos previos a la negociación fueron dirigidos por las sindicadas y el esposo de una de ellas, quien les indicó el terreno que debían medir y en eso hubo manipulación.

5.- FALLO 

La causa correspondió al Juzgado Cincuenta y Cinco Penal del Circuito de Bogotá D.C., autoridad que profirió un fallo absolutorio
 el día veintiocho (28) de marzo de 2006, para cuyo efecto se elaboró la siguiente argumentación: 1. Se le mostró la totalidad del lote a JUAN GUILLERMO y a MARIA HELENA, enviados de WESCO; 2. Los linderos se indicaron en la carta del 21 de marzo de 1997, y hubo tiempo de verificarlos, pues la empresa acreedora contrató a HERNÁN GARCÍA TORRES, miembro de la Sociedad Colombiana de peritos avaluadores, quien el 2 de abril de 1997 presentó el avalúo de la propiedad “La Concordia”, previo recibo el 1º de abril/97 del documento de identificación del terreno ofrecido en pago; 3. Con todos esos datos WESCO S.A. firma la Promesa de Dación en Pago el 28 de Julio/97 y posteriormente en el mes de Agosto la Escritura Pública, luego entonces, ya estaban advertidos de la ubicación del terreno puesto que esa información la tuvieron antes y no después; 4. Fue posteriormente a la firma de la Escritura cuando personalmente se desplaza el gerente de WESCO a recibir materialmente el terreno y allí constata que se trata de un pantano. A partir de allí y con otros avalúos, se entera que el precio es muy inferior a la deuda existente; 5. Si bien en la visita de los delegados no se exhibió exactamente cual era el lote a desenglobar, es más atribuible la falla a quienes fueron enviados por WESCO, puesto que se limitaron a una observación general sin exigir la individualización del terreno, no obstante que sabían que lo que se les iba a entregar era solo una parte y no todo; 6. Menciona que el testigo JUAN GUILLERMO SÁNCHEZ admitió en su primera intervención que “una parte del lote anegado sí se lo mostraron”, lo que significa que sí le enseñaron todo el lote; pero luego explica que “había una parte del lote enmontado”.  Por demás, es claro que “tuvieron que entrar por el triángulo de la parte anegada”; 7. WESCO tenía afán por recibir dada la angustia por perder el dinero adeudado, como lo da a conocer la testigo MARIA HELENA HOYOS, quien añade que los deudores no querían un precio diferente del metro cuadrado, pero esta afirmación parece incorrecta habida consideración a que ya se tenía el avalúo del predio por parte del perito HERNÁN GARCÍA; 8. A su entender, es criticable el testimonio de MARÍA HELENA HOYOS en consideración a su descuido como enviada de WESCO al citado terreno, por cuanto “no vio todo el terreno y debía haberlo visto”.

Muy particularmente, el fallador destacó lo argumentado por la comprometida GLORIA PERILLA en los siguientes puntos básicos: (i) Los humedales no existen, como consta en la Inspección Judicial y en los peritazgos de FERNANDO ISAZA -sic-  y el perito HERNAN GARCÍA; (ii) Los acreedores tuvieron ocasión de observar previamente el terreno pues nunca hubo una negativa a que lo hicieran, prueba de ello es el avalúo de CARLOS GARCÍA -sic- y el recorrido que hizo JUAN GUILLERMO SÁNCHEZ; (iii) Falso que no conocieran la medición del topógrafo, pues fue precisamente WESCO quien lo contrató; (iv) Contaron con toda la asesoría técnica y jurídica por un espacio de seis meses que duró la negociación; (v) Fue el abogado JAIME ARAUJO, apoderado de WESCO, quien entregó a GLORIA PERILLA el avalúo de CARLOS GARCÍA -sic-. Precisamente por eso se realizó la oferta de dación en pago el 21 de Marzo de 1997 y posteriormente vino el avalúo de HERNÁN GARCÍA TORRES el día 2 de abril/97. Por lo tanto, se concluye, ESCOBAR ARISTIZÁBAL ya sabía del “buen negocio” que iba a hacer; (vi) Ocultaron dictamen de GARCÍA TORRES y las fotos anexas, lo que consta que éste si recorrió la parte baja del predio; y (v) Por medio de la sentencia del dieciocho (18) de Marzo de 2004 de la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá, se revocó la rescisión del contrato de dación en pago decretada por el Juzgado 37 Civil del Circuito de Bogotá.
- De todo lo anterior, el Juez concluye: 1. WESCO no negoció de manera inconsulta, contó con el asesoramiento de personal técnico calificado y con un asesor jurídico experto y esto “impedía cualquier engaño”; 2. Tuvo ocasión de estudiar el ofrecimiento por espacio de siete (7) meses, pues el lote siempre estuvo a su disposición y para ello envió a unos delegados que le rindieron un reporte verbal al jefe de WESCO; luego entonces, si existió un error, fue por su exclusiva negligencia o descuido, con lo cual, “la torpeza hace desaparecer la estafa”; 3. La carta del 21 de Marzo-97 mencionó los linderos y entre ellos habla del “caño” y de “las servidumbres de la parte baja”, luego entonces, de allí “se infería con meridiana claridad” que no se trataba del terreno de la parte alta; 4. Los experticios se hicieron con fundamento en los linderos ofrecidos por la Gerente de la entidad morosa -carta-, incluso WESCO confirió poder al señor HERNANDO MUÑOZ VELÁSQUEZ para que suscribiera la Escritura en su nombre y en ese poder “se detallaron exactamente los linderos del lote a recibir”. A partir de allí pasaron dos (2) años y seis (6) meses para denunciar; 5. El avaluador designado hizo clara diferencia de los terrenos según la ubicación, por tanto, ya la parte acreedora estaba advertida al respecto; 6. La firma “Perilla Durán y Cía.” cumplió su compromiso al transferir el dominio sobre un lote con el área convenida; 7. Es verdad que existe una inconsistencia en los linderos indicados en la carta con aquellos otros señalados finalmente en la Escritura, pero ello se debe a que “se realizó una adecuación de la superficie del terreno, consistente en la ampliación por la presencia del caño”; luego entonces, en la Escritura “se amplió la extensión para abarcar la cabida superficiaria (de 1,76 hectáreas a 2 hectáreas 2.857 m2); 8. La no concreción de las condiciones, ubicación y calidad del terreno, lo mismo que su no aptitud para ser urbanizado, es situación adjudicable a la parte acreedora al no pedir precisiones en ese sentido, pues no hicieron estudio de suelo o pidieron un concepto de utilización económica; 9. El perito avaluador que contrató WESCO ante de la firma de la escritura pública, diferenció los lotes por valor del m2, lo cual indicaba que era necesario determinar el área a entregar, puesto que era diferente según la ubicación, 10. El último peritazgo de MANBY BERNAL y PIERRE MARCIALES, mencionan que el terreno cedido se encuentra en zona protegida por ser área de reserva urbana, pero eso es ahora, pues no se sabe si hace ocho años que ocurrió la negociación era así también: además, nunca se le impidió a WESCO conocer esa información; y 11. El que eventualmente pueda decirse que el convenio resulta más favorable a una parte, este hecho por sí mismo no puede constituir ESTAFA por falta de ardid. 

6.- RECURSO

6.1.- Apoderado de la Parte Civil -recurrente-
Altamente inconforme con esa absolución se mostró el apoderado de las víctimas debidamente reconocidas en el proceso, en uso de su derecho a disentir interpuso y sustentó la apelación en los siguientes términos: 

- El predio “La Concordia” de mayor extensión, consta de tres partes: alta, intermedia y baja.

- A los delegados de WESCO sólo les mostraron la parte alta y quedaron maravillados, pues estaban “a disposición de las PERILLAS”, razón por la cual rindieron el informe favorable para la dación en pago.

- En el contrato se convino que el precio del lote a entregar iba a ser igual a la deuda, nunca menor a la misma, pero no fue así, pues ya ha quedado demostrado que el valor de la tierra dada en pago es muy inferior al acordado.

- La confianza por largos años de relaciones comerciales contribuyó para que se diera un ambiente propio hacia la elaboración de la Escritura por medio de apoderado.

- Fueron las mismas hoy acusadas, quienes hicieron medir al topógrafo ALBEIRO ISAZA la parte del lote que le indicaron, esto es, el lote de abajo en triángulo, o sea el malo. Aunque WESCO pagó ese perito, no lo conocía, eran ellas quienes tenían relación con el topógrafo y lo contrataron, para luego ser orientado por CARLOS ALBA a quien por tal motivo se atreve a asegurar que fue otro de los copartícipes en este ilícito. En esas condiciones, tuvieron la ocasión de engañar tanto al perito como a WESCO pues sólo les ofrecieron la información que convenía.

- El citado perito fue posteriormente con el Gerente de la parte acreedora al aludido predio, y ahí fue la sorpresa, pues se pudo enterar que se trataba de unos pantanos.

- Vinieron consecutivamente otros dictámenes y el resultado fue siempre negativo para WESCO: esos terrenos no valían casi nada.

- El Juez no fue imparcial en este juicio, fue sesgado en sus apreciaciones desde la misma audiencia y de allí el resultado final que es simplemente una muestra de subjetivismo judicial.

- Pasa a esbozar lo que denominó múltiples dislates del fallo, a saber: (i) Es falso que a los enviados se les enseñara todo el lote, sólo se les mostró una parte -la alta-, las que les convenía; así lo dejaron claro en sus testimonios; (ii) Olvidó el señor Juez que el perito HERNÁN GARCÍA TORRES no avaluó el terreno que se iba a ceder, sino TODO el predio “La Concordia”, con lo cual, ni siquiera tuvo en cuenta el humedal. No se leyó su testimonio cuando aclara que no vio el fango y por lo mismo no lo podía justipreciar; (iii) Los demás peritos sí avaluaron “el triángulo fangoso e infectado” y le dieron el valor real, es decir, uno muy inferior al convenido; (iv) Es falso que el avaluador y el topógrafo ALBEIRO ISAZA hubiese conocido bien el predio de mayor extensión, lo que denota que el Juez no leyó el testimonio rendido por éste; (v) El abogado JAIME ARAUJO nunca fue abogado de WESCO, con lo cual es falso que les dio la asesoría que aquí se menciona. Tampoco existieron los medios técnicos, ni las asesorías especializadas en forma previa a las cuales alude el fallo. Se trata de un sofisma de distracción pues “los académicos no conocen de pantanos”; (vi) No hubo negligencia de WESCO en esta contratación. Si los enviados de la compañía no preguntaron por el humedal, es porque no tenían ni idea de su existencia y eso no puede tildarse de negligencia; (vii) El funcionario tergiversó el testimonio de JUAN GUILLERMO para hacerlo aparecer como si hubiera visto el terreno (parte baja), cuando este testigo por ninguna parte dice que le fue mostrado el triángulo que linda con el caño; (viii) La entrada es por la parte alta del predio, no por la parte baja, luego, la servidumbre no pasa por el triángulo infeccioso como se quiere hacer ver en la sentencia; (ix) Quedó perfectamente claro que la envida MARIA HELENA HOYOS le preguntó a GLORIA PERILLA -así lo admite ésta en su indagatoria-, que por qué no le mostraba todo el terreno y ésta le insistió que no que porque “todo valía igual”, y en esto mintió, porque ha quedado claro que no todas las partes del terreno tenían el mismo precio el metro cuadrado; (x) La famosa carta del 21 de Marzo habla de la Escritura y de los planos, cuando la Escritura fue protocolizada mucho tiempo después, entonces: ¿de cuál escritura se habla allí?. No se podía referir tampoco a la Promesa de dación en pago, pues está también fue firmada posteriormente. De todas formas, aunque allí sí se dan unos linderos, no se define el lote a entregar, ni se dan sus características. Por demás, esa carta se contrapone a la carta del enviado JUAN GUILLERMO, pues en esta se propone contratar a un topógrafo (que resultó ser Albeiro Isaza), motivo por el cual se pregunta: ¿para qué topógrafo?, ¿para medir qué? si ya se sabían los linderos y el área; (xi) La providencia se contradice, porque al fin qué: ¿los enviados eran personas inteligentes y hábiles, o eran torpes y negligentes?, no pueden ser las dos cosas al mismo tiempo; así que se debe concluir que fueron asaltados en su buena fe, y (xii) en conclusión, aquí lo que hubo fue un “cambiazo” entre el lote de la parte alta enseñado a los delegados de WESCO y el lote que se hizo medir al topógrafo  para finalmente ser entregado en pago.

Finalmente, el impugnante hace las siguientes peticiones adicionales: 1. Que se condene al pago de perjuicios con la corrección monetaria, lo mismo que a las costas del proceso; 2. Que por ser una Estafa Agravada, se imponga medida de aseguramiento sin beneficio de excarcelación al tenor de los artículos 246 y 357 C.P.P.; y 3. Que se ordene el embargo y secuestro del bien “La Concordia”.

6.2.- Defensa -no recurrente-

Se atiene de una manera lacónica a lo argumentado en el fallo absolutorio.
7.- MOTIVACIÓN
7.1.- REFERENTES TEÓRICOS
7.1.1.- ELEMENTOS ESTRUCTURANTES DE LA ESTAFA
Tanto la doctrina
, como a la jurisprudencia
 los delimitan básicamente en los siguientes puntos:

a)- Ánimo de lucro: La conducta del sujeto activo del delito debe estar orientada a la obtención de un provecho ilícito de carácter patrimonial, que consecuentemente debe traducirse en un daño de la misma naturaleza al sujeto pasivo del delito, que se obtiene como consecuencia del error en que induce a la víctima.

b)- Medios o artificios engañosos: La utilización por parte del sujeto activo del delito de medios o artificios engañosos, dirigidos a inducir o mantener en error a la víctima.

c)- Engaño: El engaño debe ser suficiente y ha de valorarse en función de los términos de la buena fe y de la credibilidad propia del tráfico en el que tiene lugar la relación intersubjetiva entre autor y víctima. El engaño es un requisito esencial por constituir su núcleo, que ha de ser considerado con la entidad suficiente para producir el traspaso patrimonial de carácter precedente o concurrente a la defraudación, maliciosamente provocado. No se exige unidad de sujeto en el engaño y el consiguiente perjuicio; así, es factible que se engañe a una persona pero se perjudique a otra.
d)- La real producción del error en el sujeto pasivo de la infracción: Error esencial en el sujeto pasivo al dar por ciertos los hechos presentados por el agente, quien simula lo que no es o disimula lo que es. Se genera de ese modo un conocimiento inexacto de la realidad producto del ardid y no de la ignorancia del perjudicado.
e)- Acto de disposición patrimonial: Un acto de disposición patrimonial realizado por el sujeto pasivo, que en numerosas ocasiones adquiere cuerpo a través de pactos, acuerdos o negocios. No se circunscribe al ámbito pecuniario consistente en una acción -dar o entregar-, puede consistir también en la renuncia de un derecho -dejar de hacer-.

f)- Acción enderezada a buscar un provecho patrimonial ilícito: La obtención del provecho ilícito buscado por el agente, con el consecuente perjuicio patrimonial de la víctima.

g)- Nexo causal: Entre el engaño provocado y el perjuicio experimentado, apareciendo éste como inexorable resultado. Debe existir una disposición patrimonial, igualmente un perjuicio y su correlativo provecho indebido (ilícito), con la siguiente secuencia lógica: ardid - error – prestación - perjuicio: si esta cadena causal no se cumple o no se da en ese orden, no hay lugar a la Estafa. 

h)- Acción realizada con dolo: El sujeto activo debe actuar con conocimiento y voluntad de acción hacia la obtención de ese objetivo.

Es obvio concluir que si falta alguno de estos elementos no puede pensarse en la existencia típica del delito de Estafa.

7.1.2. DOLO PENAL y DOLO CIVIL
Hay unos límites bien sutiles entre el dolo civil y el dolo penal. En los negocios civiles y comerciales, en las actividades entre contratantes, también es factible incursionar en el fraude. De allí que surja la pregunta: ¿en qué momento el ánimo de obtener una ventaja en el negocio pasa a convertirse en una defraudación para la contraparte? Acerca de esa “abundancia de astucia” que busca obtener ventaja no ha sido ajena la jurisprudencia:

Sin dejar de admitir que en los negocios pueda haber sutilezas, malicias, y reticencias como se deja dicho atrás, ellas tienen un límite social, vale decir, se admiten mientras no hayan comprometido gravemente la voluntad del contratante engañado y no salgan de lo comúnmente aceptado en el medio que se actúa. La violación del equilibrio que debe haber entre las partes en el contrato tiene que proyectarse, cuando adquiere contornos de lesión a los intereses colectivos, sobre el plano del derecho penal para que sean sancionados los abusos unilaterales de una de ellas sobre la otra.

[…] la permisibilidad de un contrato lícito no descarta la existencia de artificios o engaño, pues nada impide que la inducción o el mantenimiento en error tenga origen precisamente en la aparente sinceridad y legalidad de que se revista el acuerdo de voluntades…

El autor BARRERA DOMINGUEZ, asegura incluso, que:

[…] entre dolo civil principal y dolo penal no hay distingo alguno. Donde quiera que resulte en la conclusión de un convenio que se ha inducido a otra persona en error “por medio de actos cuya finalidad es obtener por sorpresa su consentimiento respecto a una obligación o a una renuncia” (PLANIOL y RIPERT), y sea evidente que de no haberse empleado tales engaños o artificios no se hubiera obtenido el consentimiento, debe tenerse como existentes tanto el dolo civil que lleva a la nulidad del acto o contrato, como el dolo penal que da lugar al delito de estafa, si quien lo ha empleado ha conseguido, así, un provecho económico ilícito con perjuicio de un tercero”.

En el caso debatido, se asegura, se logró una ventaja derivada de una voluntad viciada por el error, pues los directivos de la sociedad que renunció al derecho a hacer efectivo el cobro de una obligación por medio de la figura de la dación en pago, lo hicieron convencidos que la parte deudora iría en verdad a entregar lo prometido y eso no se hizo realidad. En otros términos, de no haber mediado el error nacido en el ocultamiento de la realidad, de seguro ningún convenio en tal sentido se habría celebrado. Con lo dicho, se entiende superada la simple omisión propia del hábil comerciante para traspasar las fronteras del Código Penal. 

7.1.3.- VÍCTIMA CRÉDULA

Nadie discute que el engaño que provoca el error debe tener suficiente entidad para configurar el delito de estafa. Según JUAN JOSÉ GONZÁLEZ RUS: “El derecho puede (y debe) exigir un cierto nivel de diligencia que permita al sujeto descubrir el engaño, por lo que la protección penal no debe producirse cuando la indolencia, la excesiva credibilidad y la omisión de precauciones elementales hayan sido las verdaderas causas de la eficacia del engaño. No habrá estafa, por tanto, por falta de engaño bastante, aunque se haya producido un error y como consecuencia un perjuicio patrimonial, si con una diligencia adecuada a las circunstancias el sujeto pasivo hubiera podido descubrir el ardid y poner al descubierto la acción engañosa”
; y agrega: “No todo engaño es capaz de integrar la estafa: ha de tratarse de un engaño “bastante”. La concreción de esa suficiencia se hace, por lo general, diferenciando entre un módulo objetivo, referido al hombre medio, y del que se deriva la exigencia de unas ciertas condiciones de seriedad y entidad objetiva al engaño preciso en la estafa, y un módulo subjetivo, complementario del anterior, que tiene presentes las condiciones del sujeto concreto
. 

A su turno, el profesor FRANCISCO MUÑOZ CONDE en punto a la delimitación de si el engaño es o no causa adecuada para producir error, estima que tal situación debe resolverse de acuerdo con las circunstancias concretas en que se llevan a cabo los hechos, advirtiendo, sin embargo, que: “debe tenerse en cuenta la personalidad del sujeto, su inteligencia, su edad, sus relaciones con el sujeto activo, etc. En todo caso, el sujeto pasivo ha de tener una capacidad mínima jurídicamente reconocida para la disposición de las cosas”
.

Y nuestra Corte Suprema de Justicia, siguiendo similar línea de pensamiento de manera reciente expresó: “Téngase presente que para la tipificación del delito de estafa no se requiere únicamente que se produzca o mantenga a otro en error sino que además se precisa que a este estado se llegue “por medio de artificios o engaños” […] se considera que no todo engaño que pudiera concebirse causal respecto del resultado perjudicial permite la imputación del resultado a la conducta del autor, pues, de acuerdo con el argumento victimológico, la víctima debe acudir a los mecanismos de autotutela exigibles, porque será entonces punible el comportamiento capaz de sobrepasar la barrera de contención que supone la actitud diligente del perjudicado”

Sea como fuere, hay que entender que no hay lugar a hacer recaer la culpa en la víctima bajo el argumento llano de tener en su poder los medios para superar el engaño, porque es claro que si no se marca por el intérprete un límite a esa apreciación subjetiva, en cualquier situación de fraude sería factible concluir que de todas formas era posible evitar el resultado dañoso si se hubieran hecho las averiguaciones pertinentes con miras a poner al descubierto al timador.
Para evitar que por esa vía se cercene toda opción de tipificar el punible, bajo el entendido que en últimas ninguna persona estaría llamada a sentirse sujeto pasivo de estafa porque siempre existirá la posibilidad de haber tomado “otras medidas más efectivas” para descubrir al potencial estafador, se hace necesario un análisis ex ante y no ex post, esto es, que el juzgador se ubique en la posición particular de la víctima en las circunstancias concretas que lo rodeaban al momento de realizarse la acción, para determinar si fue o no negligente y contribuyó indebidamente a la ejecución del punible.

7.2.- EL CASO CONCRETO
7.2.1.- SECUENCIA DE LA NEGOCIACIÓN
El orden cronológico a tener en consideración de todas las actuaciones que tienen sustancial relevancia para la decisión que va a adoptar el Tribunal, son: 27 Enero-97: Primera visita al lote de JUAN GUILLERMO (fl. 138 y 139 C.O.I.) / 9 Marzo-97: Visita de JUAN GUILLERMO SÁNCHEZ y MARÍA HELENA HOYOS al predio / 21 Marzo-97: Carta de MARÍA HELENA PERILLA a WESCO donde se oferta la dación en pago y se dan a conocer los linderos del terreno a entregar tan pronto se haga el desenglobe / 2 Abril-97: Arquitecto RAÚL HERNÁN GARCÍA TORRES -miembro de la Sociedad Colombiana de peritos avaluadores- presenta el avalúo del inmueble “La Concordia” -en su totalidad- (fl. 173-179 C.O.I.) / 30 Mayo-97: Comunicación de JUAN GUILLERMO SÁNCHEZ donde acepta el valor de $14.000 el m2, se define el plan de trabajo para la medición por medio de un topógrafo, y se dice que MARÍA HELENA PERILLA expresó que WESCO podía disponer del lote aunque no se haya protocolizado la Escritura (fl. 165 C.O.I.) / Julio-97: el topógrafo FERNANDO ALBEIRO ISAZA  presenta el plano del lote a entregar (su primer informe fue del 7 de abril -fl. 168,169,170 C.O.I.-) / 28 Julio-97: Promesa de Dación en Pago (fl. 22 C.O.I.) / Poder para suscribir la Escritura se relacionan los linderos del lote a transferir (fl. 13 C.O.I.) / 6 Agosto-97: Firma de la Escritura No 2893 Escritura Pública (fl. 7-12 C.O.I.) / 29 Agosto-97: Avalúo de RUBÉN HELI MAMBY BERNAL de “Llanoinmuebles” del lote desenglobado -$30´250.000.oo- (fls. 16-21 C.O.I.) / 12 Noviembre-97: Avalúo de Agrícola de Seguros, donde se informa que según avalúo de PIERRE MARCIALES, el valor del lote cedido es de $ 68’571.000.oo / 23 Marzo-01: Inspección Judicial con peritos del CTI y partes (fls. 42-47), 27 Junio-01: informe técnico (fls. 95 al 108) / 18 Mayo-04: Otra inspección Judicial con peritos del CTI y partes (fls.298 C.O.III.), 08 Junio-04: informe técnico (fls.299-303 C.O.III.).
7.2.2.- OBSERVACIONES PUNTUALES A LOS ARGUMENTOS EN PRO y EN CONTRA DE LA ACUSACIÓN.
En los acápites iniciales, hicimos una relación detalladas tanto de los soportes argumentativos del ente Fiscal, en primera y segunda instancias, secundados por la Parte Civil ahora recurrente, como de los esgrimidos por la Defensa y las procesadas acolitadas finalmente por el Juez a quo. Ahora diremos lo que considera esta Sala de Decisión sobre los puntos álgidos de ese debate con las consecuentes conclusiones, que desde ya se anuncian justificativas de un fallo de condena:

7.2.2.1.- Negación a mostrar la totalidad del lote a los emisarios.
El interrogante gira en torno a: ¿se enseñó o no se enseñó la totalidad del lote a JUAN GUILLERMO SÁNCHEZ LÓPEZ –Subgerente de mercadeo y Crédito de la Compañía Wesco- y MARÍA HELENA HOYOS SALAZAR -enviados especiales de la empresa acreedora para constatar el terreno a adquirir-, y por qué? La definición de esta situación marca un punto inicial de superlativa importancia para la definición del asunto, en orden a la demostración o no de una intención dirigida al engaño.

Las afirmaciones van y vienen en ambos sentidos, sin embargo, lo que el Tribunal saca en claro de un estudio de todas las intervenciones, es que en realidad a estas personas no se les enseñó, en debida forma, todas las partes del terreno, o al menos no aquellas que hacían desmerecer la calidad del lote, muy propiamente la referente a la parte baja anegada por un caudal infeccioso. La conclusión surge de lo siguiente:
· Se dice que nunca se les negó observar todo el terreno, pero esa afirmación está desmentida por dos situaciones contundentes: (i) los enviados no conocían la zona y por lo mismo sólo podían ver lo que les fuera enseñado voluntariamente por las propietarias; (ii) ellos solicitaron, de manera muy específica MARIA HELENA HOYOS, que se les dejara ver “todo el predio”, pero a esa petición sobrevino una respuesta inesperada: QUE ESO NO SE PODÍA PORQUE SÓLO IBAN A ENTREGAR UNA FRANJA DEL TERRENO Y QUE ADEMÁS EL PRECIO DEL METRO CUADRADO ERA IGUAL EN TODO EL INMUEBLE (esto se extrae en forma textual de la indagatoria de la imputada PAULINA PERILLA pues es ella misma quien admite que esa fue la respuesta de ella y de su hermana a la petición expresa de la delegada de WESCO -confesión-
). Sucede, que ni una ni otra argumentación ofrecida a los enviados de la empresa ahora afectada, pueden tenerse por válidas, porque el hecho de no tratarse de una entrega total, no impedía en modo alguno mostrar todo el predio con el fin de permitir un análisis comparativo de sus diferentes partes; de igual modo, el decir que el precio del metro cuadrado era igual para todas las partes del lote, contradice abiertamente el resultado de todos los peritazgos, entre ellos el primero rendido por HERNÁN GARCÍA TORRES
 que tanto destacaron las acusadas, pues precisamente este perito habló de las diferentes clases de terreno que posee el predio “La Concordia” (alto, medio y bajo) y de los diferentes valores en metro cuadrado dependiendo de la ubicación. No duda este profesional en asegurar que la parte buena es el terreno alto, dado que el bajo es una zona “enrastrojada” con un nivel freático alto.
· Que el lote siempre estuvo “a disposición de los acreedores” como lo admite el delegado JUAN GUILLERMO SÁNCHEZ una vez conocida la propuesta de MARIA HELENA PERILLA en carta enviada el 21 de Marzo de 1997, dado que se autoriza a WESCO para hacer cualquier transacción aunque a la fecha no se hubiera protocolizado la Escritura. Al margen de la veracidad del contenido de esta última carta que es puesta en duda por la Parte Civil, en cuanto a que allí se hace referencia a una supuesta Escritura que para ese instante no se había celebrado (ni siquiera la Promesa de Dación en Pago), lo que el Tribunal desea resaltar es el hecho de que allí se dan unos linderos que a la postre fueron cambiados pues no coinciden con el que contiene la Escritura según comprobación efectuada en la última Inspección Judicial
 al terreno con la presencia de las partes y el correspondiente reporte técnico del CTI
, sin especificar las características, ni las condiciones del “triángulo” que se iba a ceder; de igual modo, que una confrontación de la susodicha carta con la comunicación enviada por JUAN GUILLERMO SÁNCHEZ en fecha posterior -30 de Mayo-97-
, nos lleva a concluir que en realidad ninguna precisión se tenía acerca del terreno a desenglobar, en cuanto a linderos y área, pues allí se acuerda precisamente “un plan de trabajo para delimitar el terreno y se propone la intervención de un topógrafo”.
· Al momento del acto de Audiencia Pública, la imputada GLORIA PERILLA
 intentó explicar la diferencia de metraje que detectó el CTI y al efecto agregó en esta última oportunidad procesal, lo siguiente: “…tal vez los linderos no están claros porque como habíamos llegado a un acuerdo de ajuste de metros de pronto por eso no se colocaron los linderos, pero si están colocados los mojones que corresponden al mismo terreno de dación en pago”; afirmación que no coincide con la verdad porque el peritazgo realizado por el CTI
 es contundente en sentido contrario. Y corresponde además aclarar que si ese cambio de medidas ocurrió, no fue precisamente por un “acuerdo” entre las partes contratantes, sino producto de un acto unilateral de la deudora, muy específicamente por la actividad llevada a cabo por el esposo de una de las comprometidas, señor CARLOS ALBA.

· Se dice que el testigo JUAN GUILLERMO SÁNCHEZ admitió en su primera intervención que “una parte del lote anegado sí se lo mostraron”, lo que le da a entender al fallador que sí le enseñaron todo el lote; aunque luego explique que “había una parte del lote enmontado”. A todo lo cual se adiciona el hecho de que necesariamente “tuvieron que entrar por el triángulo de la parte anegada”. La realidad sea dicha, el funcionario a quo tergiversó el contenido de este testimonio porque lo puso a decir que en realidad vio la parte baja del terreno que está inundado, cuando en realidad nunca dijo tal cosa. Un detenido seguimiento a sus intervenciones por todo el expediente, nos enseña que este testigo no ha sido muy coherente en sus plurales exposiciones, e incluso en la última efectuada en audiencia pública se contradice en parte -supuesta retractación- tanto con respecto a lo aseverado en sus anteriores deponencias como a lo expresado por la acusada GLORIA PERILLA
; sin embargo, en todo momento aseguró y fue enfático en al menos dos cosas: (i) que siempre pensó que les iban a dar la parte plana de arriba al borde de la carretera y que (ii) nunca les mostraron ese otro lote que finalmente transfirieron en dación en pago. Observemos: a)- en su primera intervención dijo: “…lo que sí recuerdo es que no era todo el lote, pero era una parte de fácil reventa, muy fácil de comercializar…el lote que estaba a borde de carretera estaba bueno y precisamente la intención era poder recibir el lote y comercializarlo de inmediato para urbanizarlo y poder recuperar el dinero” (fls. 61 y 62 C.O.I.); b)- en su segunda aparición sigue asegurando: “…vimos unarea –sic- que nos mostraron una parte plana que era cerca a la carretera y había otra parte que era como enmontada, ese fue el terreno que nos mostraron…” (fl. 259 C.O.I.) y más adelante reitera: “…lo que pasa es que yo observé un área de terreno una parte plana y otra parte enmontada pero yo no podría saber qué había ahí…” (fl. 261 C.O.I.); y, finamente c)- al momento de su intervención en audiencia pública, el mismo testigo, a pesar de todas las vicisitudes, insiste en que: “…yo conocí un terreno general y no un terreno específico, y no un área específica sobre un terreno…” (fl. 61 C.O.IV.); para más adelante esclarecer: “…yo no llegué hasta esa esquina, la respuesta es no, a mi no me dijeron que con ese lote le vamos a pagar, yo no podía determinar, físicamente en la visita el lote con qué me iban a pagar, el lote específico con que me iban a pagar […] la respuesta es no, yo no llegué hasta ese punto de esa quebrada…” (fl. 62 C.O.IV.).
· También se critica el testimonio de MARÍA HELENA HOYOS (fls.63-66 C.O.I.) en consideración a su descuido como enviada de WESCO al citado terreno, por cuanto “no vio todo el terreno y debía haberlo visto”. No podemos compartir esa apreciación (fl. 16 del fallo), por cuanto la testigo afirma que finalmente “creyó que había divisado todo el terreno” (fl.65 C.O.I.), lo cual traduce un error de apreciación que en momento alguno fue corregido por quienes tenían el conocimiento real de ese fundo. Incluso, esa forma de analizar el testimonio es injusta si se tiene en cuenta que la indagada GLORIA PERILLA admite que esta testigo sí le pidió que le mostraran todo el terreno, pero la petición se le negó en forma abrupta con un argumento que no tiene sentido como tuvimos oportunidad de indicar.
· Para el Tribunal, no puede haber un análisis apropiado del testimonio de los dos delegados de WESCO si no se estudian en forma conjunta; de igual modo, si se hace caso omiso que lo expresado por JUAN GUILLERMO SÁNCHEZ coincide con el restante material probatorio en un aspecto trascendental, y consiste en que la parte baja del predio se encontraba “enmontada” y no podía verse bien. Decimos fundamental porque esto demuestra que no estaban en condiciones de apreciar el área que finalmente entregaron las deudoras. Eso de ser una zona “enmontada” está totalmente confirmado con los peritazgos anteriores y posteriores a la negociación.
  
· Corresponde destacar por tanto, que los delegados no vieron nada de malo en el terreno y ello demuestra que lo observado fue la mejor parte -terreno alto-; siendo así, la única conclusión posible es que fueron asaltados en su buena fe como ellos mismos lo indican en sus testimonios. Y así es porque llegaron contentos y dieron un reporte muy favorable a sus superiores para hacer la negociación; de lo contrario ésta no se habría realizado.

7.2.2.2.- Orientación a los peritos. 

Interrogante: ¿tiene sentido la afirmación según la cual, las acusadas y el marido de una de ellas -Carlos Alba- tuvieron pleno dominio del trabajo realizado por los peritos? Consideramos que sí, habida consideración a que:

· Aunque los peritos fueron pagados por WESCO, fueron ellas quienes los llevaron al lote y los orientaron en todo momento, es decir, les dieron las explicaciones acerca de qué debían medir; luego entonces, se descarta cualquier injerencia de la empresa acreedora en ese particular asunto, pues se partió de la buena fe tanto en la realización del trabajo como en la orientación ofrecida por los propietarios.
· Es que, por obvias razones, sólo ellas en su condición de dueñas podían ofrecer las indicaciones necesarias a los topógrafos y avaluadores.

· El trabajo realizado por los expertos se debía presumir ajustado a la realidad, no había razones para pensar algo diferente; sin embargo, en el fondo, el resultado de esa labor, en cuanto a si lo demarcado en el plano topográfico coincidía o no con lo que en realidad se iba a entregar, dependía directamente de las hermanas PADILLA. 
· En su testimonio, el perito FERNANDO ALBEIRO ISAZA
 nos dice que a él lo llevaron de una vez al sitio de la medición, es decir, al “triángulo” que había que medir, motivo por el cual constató que se trataba de un lote húmedo, con la aclaración que no sabía el motivo de la medición y por ello no vio necesidad de informar a WESCO de esa inundación (fls. 23 y 24 C.O.II.). No se entiende por tanto la razón para que no hicieran lo propio con los delegados de WESCO, quienes de seguro si habrían visto problema en un lote de estas características.
7.2.2.3.- Asesorías técnicas o profesionales previas a la transacción.

¿Es verdad como se afirma, que la parte que se sabe afectada contó con plena asesoría técnica y jurídica por espacio de los seis (6) meses que duró la transacción? Digamos que sí, habida consideración a que en efecto pasaron algunos agrimensores para levantar los planos requeridos y no podía ser de otra manera, pues eso se requería para la Promesa y la ulterior protocolización de la Escritura. Empero, de allí a concluir que la firma WESCO estaba por tanto enterada de las condiciones del terreno, hay mucho trecho y explicamos:

· Se dice que no hay estafas en cámara lenta, ni con peritos para asesorar al estafado, ni con asesoría jurídica importante, pero se olvida que no obstante esas asesorías, las mismas no podían ser efectivas para disipar el potencial engaño, porque: (i) dependían, como lo dijimos, de la orientación de la parte interesada; (ii) estaban destinadas a dilucidar una situación bien concreta -medición del área- y no a determinar la viabilidad para su explotación económica puesto que lo enseñado a los delegados de WESCO daba por descontado que se trataba de una zona productiva y apta, en principio, para ser urbanizada en consideración a las importantes vías de acceso.
· No es verdad que el topógrafo inicial, el arquitecto RUBÉN HERNÁN GARCÍA TORRES, diera una información suficiente que le sirviera a la entidad WESCO para vislumbrar cualquier posibilidad de engaño, pues téngase en cuenta que, así haya estado en la parte baja del terreno, lo que éste profesional midió y justiprecio fue TODO el lote de mayor extensión (“La Armonía”) y no el terreno pequeño a desenglobar objeto de cesión en pago –“triángulo”- (así lo dijo expresamente a fl. 34 C.O.II.); luego entonces, de nada servía a los fines que aquí corresponden pues ni siquiera tuvo en cuenta la existencia de ese humedal, como él mismo lo dio a conocer en su testimonio.
 
· La Promesa de dación en pago
 y el Poder para suscribir la Escritura
, sencillamente mencionan provisionalmente los linderos de la franja de terreno objeto de dación en pago, con lo cual son simplemente una extensión de la información contenida en los referidos planos, pero sin ninguna definición concreta, como quiera que ni siquiera se tenían definidos los mojones
 y los linderos estaban sujetos a variación como consta en los citados documentos.  
7.2.2.4.- No claridad sobre cuál era la porción de terreno a transferir y/o desconocimiento de la calidad, condiciones y características del terreno.
¿Hay lugar a pensar que con la carta donde se oferta la dación en pago, calendada el 21 de Marzo-97 y en la cual se mencionan provisionalmente los linderos, unida al trabajo topográfico genérico de HERNÁN GARCÍA TORRES, o al más específico de FERNANDO ALBERIO ISAZA, y al contenido del Poder para suscribir la Escritura donde también se mencionan linderos, ya la empresa WESCO tenía suficiente claridad en cuanto a la posibilidad de un problema de inundación de aguas negras en el bien que se le iba a transferir? No lo creemos por ausencia de una relación sustancial.
· Se dice que en algunos documentos se mencionan los linderos y se habla tangencialmente “del caño” y de “las servidumbres de la parte baja”; pero nótese que en la carta del 21 de Marzo-97 suscrita por MARTHA HELENA PERILLA –fl.170-171 C.O.I.- los linderos, sí hablan del caño, son diferentes a los del Poder y a los de la Escritura en lo que hace con la parte del predio real entregado. De igual modo, también se mencionan en la Escritura -ver fl.8 C.O.I.-, pero ocurre que en el poder otorgado para su suscripción no se habla de caños ni servidumbres aunque sí de los linderos del lote entregado, no obstante que estos son diferentes a los de la escritura. Por demás, en la Promesa sí se habla del caño -fls. 22-24 C.O.I., pero no con relación a los linderos del lote a entregar, sino respecto a los linderos generales del predio de mayor extensión “La Concordia”
. De todas formas, de allí a sostener que por eso se debía inferir “con meridiana claridad” -como lo entiende el a quo- que no se trataba del terreno de la parte alta, es algo diferente, porque esa afirmación no entraña una relación de necesariedad, habida consideración a que no existe en esos datos una precisión con respecto a qué parte del terreno quedaba comprometido con las aguas del caño, tanto así, que según se da a conocer, hubo cambios al final con respecto a los linderos en consideración a la presencia del referido caño.
· Recordemos que el perito ISAZA, una de las personas que según se afirma pudo asesorar técnicamente a la entidad afectada, fue claro en explicar que no obstante haber percibido el terreno fangoso, no hizo alusión al mismo en consideración a que el objetivo de su trabajo se concretaba a la medición del área y no a constatar las características del terreno, pues no sabía bien los fines que se pretendía con su gestión
. De haberlo sabido, así lo habría expresado, luego entonces, queda claro que los directivos de WESCO no contaron con esa información pues no estaba dentro de lo presupuestado.
· Se sostuvo por las acusadas, que al lote de la parte baja entregado en pago, se llega por la servidumbre carreteable sin lugar a penetrar por la parte alta
 que porque es muy difícil transitar por esa pendiente en un vehículo, con lo que se quiere significar que es falso que se les enseñara la parte alta y buena, no así la parte baja. Consideramos que esa afirmación tampoco es cierta, porque según se constata en múltiples piezas procesales
, la referida servidumbre carreteable sale de la parte alta y mucho más adelante pasa por el “triángulo” ofrecido en venta pero que es de muy difícil acceso porque se trata de una zona boscosa y “enmontada” (situación sostenida por los visitadores JUAN GUILLERMO SÁNCHEZ y MARÍA HELENA HOYOS y corroborada a lo largo y ancho del expediente como lo mencionamos). 
· Se tiene claro que el ardid puede consistir en “la desfiguración de la verdad por defraudación en la calidad de la cosa” y en ello se incurre cuando, como en el presente caso, se calla a la contraparte esa realidad esencial que haría desconfigurar el contrato. Para el caso que ocupa nuestra atención, no hay duda que se omitió información en ese particular sentido, porque en la Inspección Judicial se constató que el lote entregado está en la parte baja, en su mayor parte está inundado con aguas negras, es de difícil acceso y presenta grandes diferencias con los de la parte alta que fue la que enseñaron a los delegados de WESCO; además, que el predio descrito en la Escritura ni siquiera concordaba con el predio prometido en dación en pago –como se indicó en capítulo anterior-. 
· Nótese, finalmente, un dato bien singular en esta averiguación que da a entender que los terrenos fueron enseñados a los enviados de WESCO en una época de verano, cuando la heredad estaba seca y no había forma de detectar los humedales que se presentan en las restantes épocas del año. Así es, porque el perito RAÚL HERNÁN GARCÍA TORRES, conocedor como el que más de esa zona objeto de litigio, dio a conocer que “por el mes de marzo llega el verano al pie de monte llanero” (ver fl.39 C.O.II.). Lo cual explica muchas cosas: (i) la elección de esa época para la visita de los delegados; y (ii) el que los peritos -tanto los designados como los del CTI- no sean coincidentes en cuanto a qué porcentaje del área se encuentra inundada (algunos hablan incluso que el terreno permanece anegado en un 70%
 ó 75%
 y otros que estaba seco como en el caso del reporte del CTI que se efectuó precisamente por el citado mes de marzo-97
, lo mismo que el peritazgo del arquitecto GARCÍA TORRES que se llevó a principios del mes de abril-97
). Sea como fuere, lo que es cierto y contundente es que las hermanas PERILLA sabían bien de esas inundaciones en la mayor parte del año y sin embargo callaron la situación para su propia conveniencia.
· Por todo lo referido, causa extrañeza que la inculpada GLORIA PERILLA en su primera intervención injurada haya asegurado que “el terreno relacionado en la denuncia no se inunda”, cuando es algo plenamente establecido que debía reconocer sin mayores reticencias. No obstante, si así no fuera y concluyésemos que en ese sentido la denuncia no tuvo razón de ser, queda algo también inobjetable que tendremos ocasión de referir en detalle posteriormente y no es otra cosa que: el precio del metro cuadrado de la parte baja es infinitamente menor al acordado entre las partes para efectos del pago. Basta indicar, de una vez, que el perito GARCÍA TORRES se atrevió a decir, incluso sin saber que esa tierra se inundaba pues para el instante en que la vio estaba seca por ser época de verano, que esa parte baja entregada como pago apenas alcanzaba un valor de $6.000 metro cuadrado. Nos preguntamos por tanto: ¿qué podría decirse entonces si se supiera que eran terrenos anegados la mayor parte del año y en un porcentaje de más del 70%? 
Al margen de lo anterior y para completar, el último peritazgo de PIERRE MARCIALES, menciona que el terreno cedido se encuentra en zona protegida por ser área de reserva urbana, con lo cual es imposible cualquier posibilidad de explotación económica. Al respecto se dice por el a quo, que eso es verdad pero no se sabe si hace ocho años que ocurrió la negociación era así también. El Tribunal no refuta esta argumentación pues en verdad no existe información al respecto.
7.2.2.5.- Lote con un valor muy inferior al de la deuda.

Que el terreno finalmente entregado representa un valor insignificante de lo prometido pagar, es algo indiscutible. Lo entregado sólo alcanza un 16% de lo prometido, es decir, una parte ínfima que no compensa la obligación reconocida y convenida entre las partes -320’000.000.oo-
. Para corroborarlo están todos los avalúos realizados con posterioridad a la firma de la Escritura y entrega real del bien, en los cuales se estimó en forma expresa lo concerniente al “triángulo” ya entregado.
El avalúo comercial de la firma “Llanoinmuebles Ltda.” nos asegura que su utilidad económica es casi nula y que existe limitación por la normatividad del uso del terreno, con un justiprecio que asciende a 30´250.000.oo
. El topógrafo FERNANDO ALBEIRO ISAZA y los avaluadores RUBÉN MAMBY y PIERRE MARCIALES, aseguran que el predio entregado presenta sustanciales deficiencias que le impiden una conveniente utilización. Tanto así, que los directivos de WESCO intentaron presentarlo en garantía de un crédito y les fue negado.
Pero lo más grave de todo, es que desde antes, incluso desde la primera valoración del terreno, concretamente la efectuada por el Arq. HERNÁN GARCÍA del 2 de abril de 1997, se dice que en ese predio hay tierras de diferentes valores -altas 15.000 m2 y bajas a 6.000 m2 
 (y eso que, como lo indicamos, este perito no tuvo en cuenta que esa parte baja del predio permanecía anegada la mayor parte del año, toda vez que su experticio se llevó a cabo en época de verano; luego entonces, repetimos: ¿cuál hubiese sido el valor del metro cuadrado si hubiese tenido en cuenta que esa tierra permanecía inundada la mayor parte del año?). No hay por tanto explicación alguna para que las deudoras desconocieran lo pactado e hicieran entrega de una franja de terreno que no llenaba para nada la expectativa generada. Recuérdese que al tenor de lo pactado, FERREINDUSTRIAS debía entregar a WESCO tierras que tuvieran un valor equivalente a 14.000 m2, cuyo precio final igualara el valor de la deuda ($320’000.000.oo)
, nunca menor a la misma, pero no fue así, pues ya ha quedado demostrado que el valor de la tierra dada en pago es muy inferior al acordado. Lo que se atrevieron a entregar fueron tierras de tan solo 6.000 m2, es decir, nada que ver con lo esperado en una negociación donde se presume la buena fe de los contratantes. 
Por supuesto, ante tan contundente disparidad de valores, lo único que atinó a decir la comprometida GLORIA PERILLA en su injurada, es que la deuda era tan solo de  “un poco más de 100 millones”; afirmación totalmente salida de contexto, pues ya se sabe que las partes llegaron a la conclusión que el monto de lo debido era $320’000.000.oo, así quedó plasmado en la Promesa de Dación en Pago y lo ratificó la propia MARIA HELENA PERILLA
.
Se ha querido hacer ver, además, por parte de las colaterales PERILLA
, que los representantes de WESCO recibieron ese terreno a cambio de la deuda “sin importar la cuantía”, como queriendo transmitir la idea que contiene el fallo de segunda instancia en el proceso ordinario que por Lesión Enorme se profirió por la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C., cuando se dice que no hay lesión enorme en el contrato de dación en pago que porque la parte que recibe entiende saldada la obligación de esa forma sin consideración al valor de la cosa. Pero esa afirmación para el caso que aquí nos convoca carece de sentido, no sólo por ser un argumento de las hermanas PERILLA que esbozan a último momento, sino porque de las pruebas se extracta que las partes fijaron el valor del metro cuadrado y el área, es decir, que una simple operación matemática le estaba garantizando a la parte acreedora que a ese precio del metro cuadrado y con esa cabida del terreno tenían garantizado el pago por la suma convenida, tanto así que fueron muchas las conversaciones que se adelantaron para poder llegar a esa conclusión entre las partes. De no ser así, por supuesto que nunca habrían hecho la negociación y es la razón para que ahora la empresa WESCO se sienta defraudada considerablemente en su patrimonio económico, puesto que con lo que no contaban obviamente, era con la astucia de la contraparte porque resultó que no era suficiente con acordar el valor del metro cuadrado ni el área, sino que los defectos invisibles del terreno entraron a marcar una sustancial diferencia.
Por último, nos dice el señor Juez a quo en su providencia, que el hecho de que eventualmente pueda decirse que el convenio resulta más favorable a una parte que a la otra, esa mera situación por sí misma no puede constituir ESTAFA por falta de ardid. A ello corresponde decir que por supuesto que ese único dato aisladamente considerado no lleva a esa conclusión, pero lo que sucede es que para el caso que concita nuestra atención si es determinante, habida consideración a que, como lo dijimos al comienzo de este proveído, una cosa es la situación objetiva que entraña la lesión enorme y otra muy distinta es actuar maliciosamente para obtener provecho en perjuicio ajeno, que es lo que en esencia configura el delito contra el patrimonio económico aquí investigado.
7.2.2.6.- Relaciones de amistad y confianza preexistente y afán por saldar la deuda que se había vuelto problemática.
¿Cómo decir que no es importe la relación de amistad y/o confianza entre las partes de la relación contractual, si precisamente doctrina y jurisprudencia han mencionado ese factor como uno de los determinantes al momento de estimar el grado de incidencia de los medios engañosos? Aquí se nos ha dicho, sin controversia alguna, que existía una marcada confianza producto de una relación personal y comercial entre las partes, fruto de largos años de entendimiento, lo que a no dudarlo contribuyó para que se diera un ambiente propicio para la concreción de lo pactado. En efecto, el señor JOSÉ WILLIAM ESCOBAR -Gerente de Wesco- nos habla de una confianza consolidada en el trascurso de más de 20 años de relaciones comerciales con la familia PERILLA; situación confirmada por las indagadas quienes hacen referencia incluso a 30 años de relaciones comerciales entre Ferreindustrias y Wesco
.
Precisamente, el saberse de las dificultades de ellas para cancelar la obligación y en atención a esa prolongada trayectoria, las directivas de WESCO aceptaron reconsiderar la deuda y condonaron intereses y parte sustancial del capital con el fin de llegar a una amigable composición. Fue así como se llegó al monto final de los $320’000.000.oo.
Es por tanto completamente entendible que la entidad acreedora tuviese afán por recuperar su dinero habida consideración a las innegables pérdidas sufridas por el transcurso del tiempo
, a lo cual se añade la persistencia de los morosos en cuanto no querían ceder con respecto al valor del metro cuadrado. 
Así las cosas, no cabe la menor duda que al momento de contratar y posteriormente al entregar la parte de terreno prometida, las acusadas PERILLA sabían bien que el lote que estaban entregando no tenía, ni siquiera medianamente, el valor del metro cuadrado que había sido acordado. Y lo dicho, por el simple hecho de estar en la parte baja, independiente de lo ya referido en cuanto a tratarse de un terreno anegado, un “caño hediondo” inservible.
7.2.2.7.- Conocimientos especiales en las acusadas:

Es que, para rematar, uno de los objetivos de la empresa “Perilla Durán y Cía.” era ni más ni menos que: “adquirir bienes inmuebles para derivar de ellos rentas, los que podrán ser hipotecados o enajenados según convenga a los intereses sociales…”
. Por demás, GLORIA PERILLA es de profesión abogada y especializada en derecho comercial
. Cómo suponer entonces que siendo ellas las directas interesadas en la negociación, fuesen a omitir o desconocer los detalles que no pudieron apreciar en sano entendimiento las directivas de WESCO con respecto a la clase de predio que estaban dando en pago.
7.2.2.8. ¿Se puede pregonar falta de cuidado o negligencia de parte de la entidad afectada?
Nos preguntamos: ¿Hay lugar a pensar que con la carta donde se oferta la dación en pago, calendada el 21 de Marzo-97 y en donde se mencionan provisionalmente los linderos, aunado al tiempo en que transcurrió la negociación hasta la protocolización de la Escritura Pública, es suficiente para tener por demostrada una negligencia por parte de los perjudicados al no poder percatarse a tiempo de la anormalidad que sobrevino? Concluimos que no.
Se nos dice, que la no concreción de las condiciones, ubicación y calidad del terreno, lo mismo que su no aptitud para ser urbanizado, es situación adjudicable a la parte acreedora al no pedir precisiones en ese sentido, pues no hicieron estudio de suelo o pidieron un concepto de utilización económica. Vemos que ese razonamiento no es ajustado a la realidad, porque siempre se pensó que se trataba de un terreno normal y no existían razones que hicieran pensar en la posibilidad de algún vicio oculto de la cosa. Sería diferente si, por ejemplo, con posterioridad a la entrega se apreciaran fallas geológicas no perceptibles a simple vista por ninguna de las partes contratantes o se estableciera que el terreno previamente conocido y sin defectos de inundación, requiriera previo un estudio de suelos la necesidad de una mayor inversión por la profundidad requerida en los cimientos o cosa parecida. Pero ese no es el caso que nos convoca, porque de lo que se trata aquí es de otra cosa, de algo que se sabía y se ocultó, de algo que de haberse sabido hubiese impedido inevitablemente la negociación y por eso mismo se buscó mantenerlo en reserva hasta después de consolidada la Escritura.
No se ve por parte alguna que los directivos de WESCO hubiesen sido indiferentes o inactivos a la hora de constatar las características del lote ofrecido, es que precisamente para eso fueron enviados los emisarios hasta Villavicencio y en varias ocasiones; además, la empresa pagó los peritos topógrafos y avaluadores a efectos de dimensionar el área y los correspondientes linderos. Otra cosa es que lamentablemente no tuvieran en mente la habilidad de sus interlocutores y pensaran más allá de lo que las condiciones normales que un asunto de esta naturaleza requería. 
Es que, enviar delegatarios para cumplir ese tipo de funciones no es algo salido de lo habitual, con mayor razón cuando se trataba de personal calificado de la empresa y además de confianza, situación que dio pie para tomar la decisión cuando el reporte ofrecido por ellos fue positivo. Ahora bien, si los enviados de la compañía no preguntaron por el humedal, es porque no tenían ni idea de su existencia y eso no puede tildarse de negligencia.
¿Qué más se podía pedir o esperar de los acreedores? no hubo deficiencias sustanciales de parte de ellos en este proceder y por lo mismo la causal para desvirtuar el delito no puede fundarse en la incuria o la negligencia que en forma inapropiada se menciona.

Al ser factible que unos sean los engañados y otros los perjudicados, como lo admite pacíficamente la doctrina autorizada sobre el tema, la Sala encuentra satisfechos los requisitos sustanciales para la configuración del punible en la situación materia de debate.
CONCLUSIÓN FINAL

Si existió un  ánimo de lucro (se quiso sacar provecho indebido de esta situación). Si se utilizaron medios o artificios engañosos (se presentó una realidad inexistente y se dio lugar a una falsa expectativa). Si el engaño fue efectivo y suficiente para generar el error (se dieron por ciertos hechos inverídicos, que ocasionaron una falsa apreciación según valoración en términos de buena fe y de la credibilidad propia del tráfico en el que tuvo lugar la relación intersubjetiva entre autor y víctima). Si hubo actos de disposición patrimonial (los sujetos pasivos de la acción alcanzaron a renunciar a derechos de contenido patrimonial a favor de la contraparte). Si es innegable la obtención del provecho patrimonial ilícito (lucro injusto con el correlativo perjuicio ajeno, puesto que, de una parte se obtuvo el documento que daba por cancelada una deuda pendiente y, por otra, se logró transferir un lote por un valor muy superior al real). Si hubo nexo causal  (de no haber mediado el engaño, ese detrimento patrimonial injustificado no se habría producido; jamás se hubiera contratado en los términos en que da cuenta esta investigación). Y si, finalmente, la acción fue realizada con dolo (hubo conocimiento y voluntad de actuar contrario a derecho), entonces la única decisión admisible es un fallo de condena que reclama la parte impugnante.
Siendo así, lo que corresponde es la revocación de la sentencia absolutoria de primer grado y en su lugar el proferimiento de una condena a consecuencia de lo cual se procede a dosificar la pena que corresponde, analizar la concesión o negación de subrogados o sustitutos, lo mismo que el pago de perjuicios y la definición de las restantes peticiones que contiene el libelo impugnatorio.

7.2.3.- PUNICIÓN
La Corporación acoge los postulados contenidos en la formulación de los cargos, al elegirse por favorabilidad la disposición 356 del Código Penal (Dcto.100 de 1980), AGRAVADA por razón de la cuantía, según lo estipulado en el numeral 1º del artículo 372 ibidem., aunque con respecto a la agravación no sobra indicar que un comparativo entre la Ley 100 de 1980 y la Ley 599 de 2000, nos muestra que el artículo 247 de la última codificación al señalar las circunstancias de agravación punitiva no se hace alusión a la cuantía; no obstante, al final de los respectivos títulos, tanto en el Decreto 100 de 1980 como en la Ley 599 de 2000, existen sendos capítulos (novenos) denominados “Disposiciones Comunes a los Capítulos Anteriores”, dentro de los cuales se reproduce la misma norma (art. 372 y 267) respectivamente, siendo la última de las nombradas del siguiente tenor: “Circunstancias de agravación. Las penas para los delitos descritos en los capítulos anteriores, se aumentarán de una tercera parte a la mitad cuando la conducta se cometa: 1. Sobre una cosa cuyo valor fuere superior a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes…”. En casi idénticos términos aparecía el artículo 372 de la codificación derogada, aunque huelga decir que a pesar de hacer expresa alusión a un tope fijo de cien mil pesos ($100.000), la Corte Constitucional en sentencia del 26.02.1997 estableció que tal cifra era equivalente a 18.83 s.m.l.m.v. -ampliamente superados en el presente asunto-.

De todas formas, de conformidad con lo que a nivel jurisprudencial se tiene establecido, lo atinente a las cuantías que inciden en el factor de tipicidad y competencia, se deben entender ligadas estrechamente con el daño al bien jurídico, razón por la cual, esas cuantías están necesariamente referidas al momento de la comisión del injusto y no a momentos posteriores, pues de ser así, se daría lugar a una gran injusticia dado que el transcurso del tiempo haría irrisoria toda suma.
 
Al no existir otras circunstancias específicas de agravación o causales de mayor punibilidad debidamente indicadas en el pliego acusatorio, la Sala considera que la pena que corresponde imponer en el presente caso es la sanción mínima establecida por el legislador para el delito imputado. En ese sentido, a cada una de las sentenciadas se les impone pena privativa de la libertad por un lapso de dieciséis (16) meses de prisión, y multa por valor de mil trescientos treinta y tres ($1.333) pesos a favor del Tesoro Nacional (Art. 46 Decreto Ley 100 de 1980).   
En igual término a la pena aflictiva de la libertad, será fijada la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas.

7.2.4.- SUBROGADO

La sanción a imponer no supera los tres (3) años a los cuales hace referencia el factor objetivo que consagra el artículo 63 del Código Penal. Los demás elementos de valoración que estipula ese mismo dispositivo, esto es: antecedentes de todo orden, y modalidad y gravedad de la conducta punible, hacen factible la concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena para las aquí sentenciadas; en particular, en atención al tiempo transcurrido desde la comisión del ilícito hasta la fecha, factor que incide en el análisis de necesariedad que exige el legislador para determinar si hay lugar o no a efectivizar el cumplimiento de la pena en forma intramural.
El beneficio se concederá por un período de prueba de dos (2) años, término dentro del cual se comprometerán a presentarse ante la autoridad judicial respectiva cuando fueren requeridas, a informar todo cambio de residencia, y a observar buena conducta individual, familiar y social, so pena de ser revocado el beneficio. Suscríbase el acta compromisoria respectiva.

7.2.5.- PERJUICIOS

En principio, los que eventualmente serían procedentes serían de orden patrimonial y consistirían en el daño ocasionado a la entidad WESCO S.A. por el mayor valor dejado de percibir con la dación en pago materia de investigación. Siendo así, lo a cancelar equivaldría al monto de la diferencia entre el precio de la heredad desenglobada y entregada en pago -de conformidad con los avalúos allegados a la actuación- y la cantidad acordada como deuda a cancelar ($320’000.000.oo). Capital que sería cancelado obviamente en forma solidaria con los intereses moratorios liquidados desde el día 06 de Agosto de 1997 -fecha de la correspondiente Escritura- hasta el momento en que se verifique el pago, en la forma prevista en el artículo 884 del Código del Comercio, modificado por la Ley 510 de 1999 en su artículo 111.
Ocurre sin embargo, que esta Corporación considera que por la vía penal no puede haber lugar al cobro de esa suma de dinero, no obstante la existencia de una Parte Civil reconocida en el proceso, por lo que a continuación se explica:

Se tiene conocimiento, que simultáneamente a la presentación de la demanda de Parte Civil dentro del presente proceso penal, la empresa afectada -WESCO S.A.- adelantó un procedimiento de mayor cuantía en contra de la firma PERILLA DURAN y CÍA S. EN C., por medio del cual precisamente se pretende la rescisión del contrato por lesión enorme, actuación ésta que se adelantó ante el Juzgado Treinta Civil del Circuito de Bogotá D.C. y que culminó con un fallo a favor de la demandante, mismo que hubo de ser revocado posteriormente por la Sala Civil del Tribunal del Bogotá. Contra el citado fallo de segundo grado se interpuso recurso extraordinario de casación el cual se encuentra pendiente de definición. 

A raíz de esta situación, la Fiscalía Seccional 134 Unidad Quinta de Delitos contra la Fe Pública y el Patrimonio Económico revocó la resolución por medio de la cual había admitido la demanda de constitución de Parte Civil presentada por el apoderado judicial de WESCO S.A.; determinación que a su vez fue revocada en segunda instancia por un Fiscal Delegado ante el Tribunal Superior de Bogotá D.C.
Esta Sala de Decisión es del criterio que de procederse en este fallo a imponer el pago de una indemnización por la conducta punible que nos concita, se estaría dando lugar en verdad a un doble cobro prohibido legalmente. Así lo decimos por varios motivos:

1.- Hay igualdad de objeto, igualdad de partes e igualdad de pretensiones, con lo cual, es deber de la judicatura evitar la posibilidad de fallos contradictorios.
2.- El propósito de la acción civil ya sea en forma independiente o de manera accesoria a la penal para este caso singular, no puede ser otro que buscar que las cosas vuelvan a su estado original, es decir, que se considere que en realidad no existió un pago válido de la obligación insoluta y que por lo mismo la deuda pueda hacerse efectiva por la vía ejecutiva. Para ello, la única posibilidad para lograrlo en sana lógica es la rescisión del contrato de dación en pago. Si lo anterior es así, como creemos tiene que ser, entonces no vemos admisible el logro de ese objetivo por la parte demandante si el Juez Penal no está autorizado para sustituir al Juez Civil en esa específica función tendiente a declarar rescindido el contrato, con lo cual, por mucho que se quiera una indemnización, ella no será viable en tanto subsista la Escritura Pública que le dio vida a la dación en pago y que aún se encuentra vigente y da soporte a la cancelación total de la deuda.

3.- Tan pronto sea declarada esa rescisión y no antes, las cosas volverán a su estado original y revivirá la posibilidad para la parte afectada de iniciar el cobro coactivo de la acreencia, sin lugar a alegar por la deudora la prescripción por cuanto los términos se entienden restablecidos a partir del momento del fallo que declare la rescisión. 

4.- Al tenor de lo dispuesto por el artículo 52 del Código Procesal Penal que coincide con las disposiciones anteriores en la materia: “La demanda será rechazada cuando esté acreditado que se ha promovido independientemente la acción civil por el mismo demandante…En cualquier momento del proceso, en que se acredite cualquiera de las situaciones descritas, mediante providencia interlocutoria se dará por terminada la actuación civil dentro del proceso penal”. No obstante tan categórica disposición a la cual se debió dar irrestricta aplicación por parte de la Fiscalía en segunda instancia, entiende el Tribunal que muy a pesar de ser expresa la prohibición para efectos indemnizatorios, no había lugar al rechazo de la constitución de Parte Civil, en atención a que de todas formas la entidad afectada dentro del proceso penal no sólo es titular del derecho a la reparación, sino también de otros derechos que se entienden fundamentales y que concurren en cabeza de la Parte Civil; nos referimos a los de VERDAD y JUSTICIA de conformidad con lo indicado en las Sentencias C-228 del 3 de abril-02 y T-622 del 8 de agosto-02.
5.- Finalmente y para mayor comprensión del asunto, en reciente pronunciamiento de la Sala de Casación Penal se trató el tema de las facultades de la Parte Civil dentro del proceso penal y en los apartes que resultan pertinentes al caso que nos convoca, precisó:
Si la víctima o perjudicado pretende constituirse en parte civil en procura de obtener el pago de los daños y perjuicios ocasionados con el delito, también tendrá derecho a que se establezca en el proceso la verdad real y a que se haga justicia. Por lo tanto, estarán obligados a demostrar que con la conducta punible se les causó un daño real y específico, y a acreditar la personería adjetiva. La demanda, además, deberá reunir los presupuestos del artículo 48
 de la ley 600 de 2000.

Pero si la constitución de parte civil tiene como objetivo establecer la verdad de los hechos y que se haga justicia, dejando de lado la indemnización de los perjuicios, se deberá probar la legitimidad sustantiva acreditando la existencia del daño, así éste no sea de carácter patrimonial, sin que se pueda requerir la presentación de una demanda ajustada a los términos indicados en el aludido artículo 48 del Código Procesal de 2000.
 (negrillas ausentes en el original).
7.2.5.- COSTAS
La Sala considera que sí hay lugar a condenar en costas a las sentenciadas GLORIA PAULINA y MARÍA HELENA PERILLA dentro del presente trámite, habida consideración al costo que ha representado para la parte afectada la presencia de un apoderado de la Parte Civil en este asunto y en atención a los demás gastos procesales. La liquidación de las que se hayan causado en las instancias se hará por Secretaría.
7.2.6.- PETICIÓN ADICIONAL
Pretende el impugnante adicionalmente y por medio de este recurso, que se disponga el embargo y secuestro del bien “La Concordia”, es decir, del lote de mayor extensión del cual se desenglobó el que fue objeto de entrega como dación en pago. Como se trata de una petición accesoria directamente relacionada con la posibilidad de garantizar el pago de los perjuicios que eventualmente pudieran derivarse de este fallo, la decisión debe correr la misma suerte de lo ya definido con respecto a la pretensión principal indemnizatoria; en consecuencia, se rechazará.
8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA el fallo absolutorio proferido por el Juzgado 55 Penal del Circuito de Bogotá D.C., objeto de impugnación, y en su reemplazo se dispone:
PRIMERO: SE CONDENA a las acusadas GLORIA PAULINA PERILLA DE ALBA y MARÍA HELENA DURÁN, de condiciones civiles y personales referidas al comienzo de esta providencia, como coautoras en el delito de ESTAFA AGRAVADA por el cual fueron acusadas por la Fiscalía General de la Nación, en donde figura afectada la entidad WESCO S.A., a la pena principal privativa de la libertad de dieciséis (16) meses de prisión y multa por valor de mil trescientos treinta y tres ($1.333) pesos, que cada una de las sentenciadas consignará a favor del Tesoro Nacional.  
SEGUNDO: SE CONDENA a las mismas procesadas a la pena de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la pena principal privativa de la libertad.

TERCERO: SE CONCEDE el subrogado de la condena de ejecución condicional de la pena impuesta, por un período de prueba de dos (2) años, término dentro del cual deberán cumplir las obligaciones indicadas. Hágase suscribir el acta respectiva.
CUARTO: SE DECLARA que no hay lugar al cobro de perjuicios por las razones expuestas en el cuerpo motivo de esta providencia.

QUINTO: NO SE DECRETAN medidas cautelares por lo anunciado en la parte motiva.
SEXTO: SE CONDENA en costas a las sentenciadas. Su liquidación se hará por Secretaría.

SÉPTIMO: Comuníquese el fallo a las autoridades de que trata el artículo 472 del C.P.P de 2000.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


LEONEL ROGELES MORENO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

� Fls. 31 y 32 C.O.I.


� Su valor se fijó en la escritura en la suma de 50’000.000.oo, como precio simulado según acuerdo entre las partes (ver indagatorias de GLORIA PERILLA –fl. 141 C.O.I.- y de MARIA HELENA PERILLA –fls.235-241 C.O.I.).


� Fls. 29 y 30 C.O.I.


� Fls. 158-173 C.O.II. 


� Cuaderno Especial de Segunda Instancia – Fiscalía.


� Fls. 89-128 C.O.IV.


� Luis Carlos PÉREZ, Derecho Penal, Partes General y Especial. Tomo V, Bogotá, Editorial Temis, 1986, p. 442 y s.s.; Vicente MAGRO SERVET, <<Estafa y Contratos Mercantiles>>, La Ley, 5370, Madrid, viernes 7 de septiembre de 2001, entre otros.


� Cfr. Corte Suprema de Justicia, Sentencia del 15 de abril de 1993, proceso 7292, M.P. SAAVEDRA ROJAS.


�  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sentencia de Junio 23 de 1982. 


� C.S.J. Sentencia de agosto 29 de 2002, Rad. 15248, M.P. Jorge Aníbal Gómez Gallego.


� BARRERA DOMÍNGUEZ, Humberto. Delitos contra el Patrimonio Económico. Ediciones Librería del Profesional, tercera edición, Bogotá, pg. 139.


� GONZALEZ RUS, Juan José, Delitos contra el Patrimonio y contra el orden Socio-económico (V.), Las defraudaciones. La estafa, AAVV, Compendio de Derecho Penal Español (Parte Especial) Edición dirigida por Manuel Cobo del Rosal, Barcelona, Editorial Marcial Pons Ediciones Jurídicas y Sociales, 2000, pg. 434.


� Ob.Cit, pg. 429,


� MUÑOZ CONDE, Francisco, Derecho Penal. Parte Especial, Decimocuarta Edición, Valencia, Tirant lo blanc libros, 2002, pg. 414.


� C.S.J., Sentencia del 12 de junio de 2003, Rad. 17.196, M.P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón.


�  Se comprende en ese sentido, de algún modo, que en pretérita ocasión esta Sala de Decisión se haya visto forzada a hacer la siguiente exclamación: “...Lo propio sucede en el tipo de la estafa, respecto del cual se han dado numerosos intentos de exceptuar de la protección penal a la víctima especialmente descuidada o crédula; sin embargo, el legislador no ha dado a entender en ninguna parte que se pueda explotar impunemente la confianza ciega y necia...”.Tribunal Superior de Pereira, Rad. 6617031040032002015701, Sentencia del 28 de abril de 2003, M.P. Vicente Rodríguez Feo. 


� Cfr. fl. 139 C.O.I.


� Fl. 172 C.O.I.


� Fl. 298 C.O.III.


� Fls. 299-303 C.O.III, aunque en una Inspección Judicial anterior con su respectivo informe del CTI -fl. 106-112 C.O.II.- se dijo que sí retrataba del mismo lote, pero que no existían los mojones necesarios para el desenglobe (con lo cual se controvierte lo asegurado por la acusada GLORIA PERILLA quien asegura erróneamente que esos mojones sí existían). 


� Fl. 135 C.O.I.


� Fl.56 C.O.IV.


� Fls. 106-122 C.O.II.


� Si observamos lo expresado por este testigo en Audiencia Pública (fl. 57 C.O.IV.), allí encontramos desarmonía tanto frente a sus anteriores relatos como en relación con lo sostenido por la indagada GLORIA PERILLA, al menos en los siguientes aspectos: 1. ésta dice que no pasaron por la parte alta, pero él asegura que la vía es la que entra por la bomba o sea por la parte alta; 2. ella que por esa pendiente no se puede bajar en vehículo y él que si bajaron en el carro; 3. él que llegaron hasta un punto y no podían seguir por lo enmalezado, ella que si llegaron al lote y se los enseñaron todo (pero la realidad es que ese camino o servidumbre carreteable atraviesa el triángulo pero es “de muy difícil acceso” según lo dieron a conocer los peritos”). Se deja constancia que el Tribunal advirtió la ausencia de un folio en la declaración rendida por este testigo en audiencia, sin que se lograra recuperar el mismo no obstante la solicitud expresa ante el Juzgado de conocimiento.


� Ver a guisa de ejemplo lo que al respecto se precisó en el dictamen del arquitecto HERNÁN GARCÍA TORRES, de fecha abril 2 de 1997 (fl.172 C.O.I.); al igual que los rendidos por los miembros del CTI que acudieron a las inspecciones judiciales.





� Fl. 22-28 C.O.II.


� Fl. 32-39 C.O.II.


�  Fl. 22 C.O.I.


�  Fl. 13 C.O.I.


� Cfr. fl. 106-112 C.O.II.


� Simplemente se dice que se basará en el levantamiento topográfico realizado por FERNANDO ALBEIRO ISAZA GARCÍA de fecha Julio de 1997, el cual será reajustado de acuerdo al valor de la deuda y de acuerdo con el descuento de área de servidumbre de aguas de 3 m. paralelos al lindero existente (ver fl. 23 C.O.I.)


� Cfr. fl. 23 C.O.II.


� Cfr. ampliación de indagatoria de GLORIA PERILLA (fls.157 y 158 C.O.I.).


� Para corroborar ese aserto, se tiene: a)- En el peritazgo de “Llanoinmueble” suscrito por RUBÉN HELI MAMBY BERNAL con fecha 29 de agosto de 1997 (fls. 16-21 C.O.I.), se dice que existe una servidumbre de paso de difícil acceso en el lote ofrecido como pago; b)- En la inspección Judicial visible a fl. 127 y 128 C.O.I., se deja constancia que el acceso es por la parta alta y de ahí continúa una servidumbre carreteable pero es muy difícil el acceso al “triángulo” que ocupa el terreno cedido en venta; c)- También en la inspección judicial obrante a fls. 49-54 C.O.II. se puede constatar que la servidumbre atraviesa el triángulo, pero viene de la parte alta del predio (fl. 55 C.O.II.). d)- El testigo JUAN GUILLERMO VÉLEZ así lo indica(ver fl. 259 C.O.I.), e)- El peritazgo del arquitecto HERNÁN GARCÍA TORRES, cuando nos habla de ser la parte baja un área enrastrojada y en su gran mayoría compuesta por un monte natural enmarcado en esa zona (fl.172 C.O.I.), f)- El testimonio del perito FERNANDO ALBEIRO ISAZA (fl. 22-28 C.O.II.), quien precisa que “la vía de acceso es por la parte principal o sea la vía principal del lote grande -fl. 23 C.O.II.-, más adelante agrega: “el acceso al lote es muy precario”; y, finalmente g)- Basta mirar con detenimiento los planos que obran a fls. 27, 206 y 288 C.O.I. para darse cuenta de la ubicación difícil del terreno a entregar y de las servidumbres carreteables del predio que parte de la zona alta del terreno, para arribar a la conclusión que esa servidumbre carreteable no sólo pertenece a la parte baja sino que viene desde la parte alta por donde corresponde el acceso. 


� Inspección Judicial con miembros del CTI, celebrada el 25 de agosto de 2000, cfr. fls. 127 y 128 C.O.I.


� Informe del CTI visible a fls. 286-293 C.O.I.


� Fls. 106-112 C.O.II.


� Fl. 173 C.O.I.


� En la Promesa de Dación en Pago se hizo expresa mención que la obligación ascendía a $320’000.000.oo y que el valor del lote que sería entregado tendría ese mismo valor (cfr. fls. 22-24 C.O.I.). La indagada MARÍA HELENA PERILLA DURÁN (fls. 235-241 C.O.I.), admite que los intereses crecieron mucho y se vieron en la obligación de transar la deuda en ese valor.


� Fl. 16-21 C.O.I.


� Fl. 172-179


� Acerca del valor del metro cuadrado acordado para efectos de cancelar ese valor de la obligación, también existe confesión de parte de GLORIA PERILLA, tal y como consta a fl.140 C.O.I. Todo lo cual coincide con lo explicado por el Gerente de WESCO, JOSÉ WILLIAM ESCOBAR ARISTIZÁBAL, quien agregó que el precio del metro cuadrado se acordó en 1.400 después de muchos rodeos –fl.281 C.O.I.-; asimismo, la declarante MARIA HELENA HOYOS (fl. 63-66), quien pone de presente la posición radical que tenían las deudoras con respecto al valor del metro cuadrado y que no aceptaban avalúa alguno que porque cualquier parte del terreno valía igual (fl. 64 C.O.I.)


� Cfr. fls. 235-241 C.O.I.


� Confrontar la indagatoria de MARIA HELENA PERILLA -fls. 235-241 C.O.I.- y las intervenciones de GLORIA PERILLA al momento de la audiencia pública.


�  Fl. 133 C.O.I.


�  En ese sentido confrontar testimonio de María Helena Hoyos (fl. 64 C.O.I.)


�  Fl. 29 C.O.I.


� Fl.131 s.s. C.O.I.


� C.S.J., Casación Penal, Sentencia del 20 de Septiembre de 2000, Rad. 11649, M.P. Jorge E. Córdoba Poveda; reiterada en Sentencia del 24 de Noviembre de 2004, M.P. Marina Pulido de Barón. En similar sentido, Corte Constitucional, Sentencia C-070 de 1996, del 22 de febrero de 1996, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz..


� En lo que nos interesa, la referida disposición exige: La manifestación, bajo la gravedad de juramento, que se entiende prestado con la presentación de la demanda, de no haber promovido proceso ante la jurisdicción civil, encaminado a obtener la reparación de los daños y perjuicios ocasionados con la conducta punible. 


� Auto de única instancia del 16-May-2007, Rad. 24834, M.P. Dr. Julio Enrique Socha Salamanca
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